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SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

REFERENCIA: APELACIÓN DE SENTENCIA PROFERIDA EN PROCESO ORDINARIO 
LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE ARSENIO JUSTO HURTADO VIÁFARA y 

OTROS CONTRA INGESTRUCTURAS COLOMBIA S.A.S. y CONSTRUCCIONES MAJA 

S.A.S. que conforman el CONSORCIO DE REFORZAMINETO IM 

Radicación: 76-001-31-05-008-2017-00518-01 

 

 

A los veintisiete (27) días del mes de junio del año dos mil veintitrés 

(2023), se congrega la Sala Cuarta de Decisión Laboral, con el fin de 

dictar sentencia escrita; en atención a descongestión de la Sala 

Laboral del Tribunal Superior de Cali; en la que se resuelve el recurso 

de apelación que obra frente a sentencia, conforme a lo dispuesto en 

la Ley 2213 de 2022. 

 

SENTENCIA No. 067 

APROBADA EN SALA VIRTUAL No. 023 

                    

I. ANTECEDENTES 

 

Demanda y respuesta 

 
Los señores ARSENIO JUSTO HURTADO VIÁFARA, ARCENIA 

HERRERA HURTADO, MARÍA LUISA VIÁFARA y los menores MARCO 

AURELIO HURTADO PEREA, HANNIEL HABIB HURTADO HERRERA, 

JAIR MORÁN HERRERA y JHON STEVEN VALENCIA HERRERA 
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representados por el señor ARSENIO JUSTO HURTADO VIÁFARA, a 

través de apoderado judicial, demandaron en proceso ordinario laboral 

de primera instancia a las empresas CONSTRUCCIONES MAJA S.A.S. 

e INGESTRUCTURAS COLOMBIA S.A.S., sociedades incluidas dentro 

del CONSORCIO REFORZAMIENTO IM; a fin de obtener las siguientes 

declaraciones y condenas: 
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Como fundamento de lo pretendido, expuso la parte actora: 
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Mediante auto. 2783 del 18 de septiembre de 2017, se inadmitió la 

demanda por no reunir algunos requisitos de forma. 
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A través del auto interlocutorio 2961 del 9 de noviembre de 2017 el a 

quo rechazó la demanda por no haberse subsanado en debida forma 

según los defectos que adolecía y señalados en el auto referido 

anteriormente. 

 

Contra dicha providencia el apoderado de la parte demandante 

interpuso recurso de apelación el cual fue concedido mediante auto 

3561 del 22 de noviembre de 2017. 

 

En providencia 088 del 6 de septiembre de 2018 el Tribunal Superior 

de Cali, revocó la decisión apelada, en consecuencia, el Juzgado de 

conocimiento en pronunciamiento del 11 de enero de 2019 dispuso 

obedecer y cumplir lo resuelto por su superior y admitió la demanda 

ordenando la notificación a las partes. 

  

La sociedad CONSTRUCCIONES MAJA S.A.S. EN REORGANIZACIÓN, 

dio respuesta con oposición a lo pretendido por la actora, presentando 

como excepciones las que denominó prescripción, ausencia de culpa 

de la empresa, culpa del trabajador, la innominada, pago y 

compensación. 

 

Por su parte, la sociedad INGESTRUCTURAS COLOMBIA S.A.S. EN 

LIQUIDACIÓN, dio respuesta al escrito primigenio, señalando frente a 

lo pretendido por el demandante que carece de fundamento, por lo que 

propuso como excepciones las de prescripción, ausencia de culpa de 

la empresa, culpa del trabajador, la innominada, pago, compensación, 

falta de integración del litis consorcio necesario por pasiva, 

cubrimiento de riesgo por un tercero llamado en garantía. 
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Mediante providencia del 6 de marzo de 2020, se tuvo por contestada 

la demanda por la parte plural, se negó el llamamiento en garantía y 

se señaló fecha de audiencia del artículo 77 del CP del T y de la SS. 

 

Sentencia de primera instancia 

 

Llegados el día y hora propuestos por el Juzgado, se realizaron las 

pruebas documentales, los interrogatorios a la parte demandante y 

representantes legales de las demandas, documentos y testimonios.  

 

En la misma audiencia, el Juzgado dictó la sentencia núm. 0144 de 

fecha 14 de julio de 2020 en la que resolvió (2:52:16-2:53:14): 

 

«PRIMERO: DECLARAR PROBADA la excepción de prescripción 
formulada por las demandadas CONSTRUCCIONES MAJA S.A.S. EN 
REORGANIZACIÓN e INGESTRUCTURAS COLOMBIA S.A.S. EN 
LIQUIDACIÓN, respecto de las pretensiones elevadas por los señores 
ARCENIA HERRERA HURTADO, ARSENIO JUSTO HURTADO VIÁFARA y 
MARÍA LUISA VIÁFARA. 
 
  
SEGUNDO, ABSOLVER a las demandadas CONSTRUCCIONES MAJA 
S.A.S. EN REORGANIZACIÓN e INGESTRUCTURAS COLOMBIA S.A.S. EN 
LIQUIDACIÓN, de todas y cada una de las pretensiones rogadas por los 
demandantes señores ARSENIO JUSTO HURTADO VIÁFARA, ARCENIA 
HERREA HURTADO, JHON STEVEN VALENCIA HERRERA, MARÍA 
LUISA VIÁFARA y los menores MARCO AURELIO HURTADO PEREA, 
HANNIEL HABIB HURTADO HERRERA y JAIR MORAN HERRERA, de 
condiciones civiles ya conocidas. 
 
TERCERO: COSTAS a cargo de la parte demandante. Como agencias en 
derecho se fija la suma de $877.803, a favor de cada una de las 
demandadas. 
 
CUARTO: ENVÍESE el presente proceso a la Sala de Decisión Laboral del 
Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santiago de Cali, 
para que se surta el grado jurisdiccional de consulta de la presente 
providencia en el evento de no ser apelada.». 
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Recurso de Apelación 

 

Seguidamente el apoderado de la parte demandante, interpuso 

recurso de apelación en contra de la sentencia dictada, el cual fue 

concedido en el efecto suspensivo, y que es del siguiente tenor: 

 

«Señora juez, bueno, lo primero sea anotar que el suscrito comparte en 
gran parte toda la elaboración que hizo el Despacho. El estudio juicioso 
de toda la normatividad aplicable al presente caso, y también la 
valoración probatoria, aunque dejó constancia desde ya para que sea 
en cuenta, sea tenido en cuenta por parte del tribunal, que no 

existió valoración integral de las pruebas. Si bien es cierto el 
Despacho determinó la existencia de la culpa patronal. También lo es 
que seguramente por economía procesal no ató la cantidad de hechos, 
que le llevaron a tal conclusión, es probable que el despacho nos haya 
expuesto esa conclusión de existencia de culpa patronal con dos o tres 
ideas fuerza que le permitieron arribar allí, pero respecto a ese punto, 
por ejemplo, algunas pruebas que planteaban temas muy importantes 
en ese sentido, fueron desconocidas o apenas mencionadas. De 

alguna manera, digamos, afectándose el principio de 
valoración integral de las pruebas y especialmente a la luz de 

la primacía de realidad sobre las formas. Sin embargo, como se 
comparte plenamente esa primera premisa de la sentencia, es decir, 
que hubo la existencia de culpa patronal, que el empleador no cumplió 
con todas sus obligaciones de carácter laboral, y el y si bien es cierto, 
que se encuentra que el fundamento jurídico de la sentencia está 
huérfano de cualquier desarrollo constitucional o de derecho 
internacional como hoy nos los exige, digamos, la nueva tendencia del 
derecho moderno, también lo es que del examen que realiza, desde 
todo lo que llamaríamos el bloque de legalidad, abrazamos totalmente 
su tesis, en el sentido de las normas que se incumplieron y en el 
sentido de la conclusión que eleva el despacho en cuanto afirmar la 
existencia de la culpa patronal. Respecto del daño moral frente a 
los menores, está claro y así lo ha planteado también la 

jurisprudencia de las altas cortes, ¿de qué? Para determinadas 
personas que constituyen lo que dijéramos el primer anillo, 

incluso con Sanguíneo de la víctima de un daño, no tiene que 
elevarse o no tiene que establecerse alguna tarifa legal 
riguroso, si se quiere científica del daño moral o el daño a la vida en 
relación, y en eso la jurisprudencia civil también ha sido profusa, al 
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afirmarlo, el daño moral no requiere prueba científica, no requieren 
prueba técnica, son las reglas de la experiencia y, obviamente, lo que 
las partes arrimen al proceso, ya sea con testimonios o con otro tipo 
de prueba documental, pero también señora juez, señores 
magistrados del tribunal, la lógica jurídica, la sana crítica y las reglas 
de la experiencia, que no son un canto a la bandera ni y atendiendo 
al principio de utilidad normativa cuando está establecida. En la 
normatividad como elementos integrantes y no solo integrantes, 
estructurales a la hora en que el juez debe cristalizar su deber jurídico 
en nombre del Estado, de hacer justicia e impartir justicia, pues, esa 
regla de la experiencia, esa sana crítica, esa lógica jurídica, en un caso 
como el que nos ocupa, donde estamos hablando de los hijos, de una 
persona que se ha demostrado y así también los ha considerado la 
juez producto de un accidente de trabajo, que es inválido. Una persona 
que, como se ha demostrado con la historia clínica y que no ha sido 
controvertido por nadie, que el trabajador incluso también lo 
manifiesta sufre depresión severa, sufre ansiedad, incurre en 
episodios de violencia, incluso en ideas suicidas. Una persona que 
físicamente, después de ser pobre, es una persona hoy delgada, y eso 
se puede verificar en la historia clínica, es que allí está los datos se 
puede seguir el progreso o mejor la manera en que esta patología, este 
accidente poco a poco fue acabando física y mentalmente con una 
persona joven, un dirigente social. Una persona reconocida por la 
comunidad, es obvio que esto genera un daño al patrimonio 

moral de sus hijos. Es obvio y está aprobado que genera un daño 
para la vida a la relación de los hijos, no solo de él, ¿Ya? Porque ahí 
digamos hay una relación inversa en esa relación de los hijos. 
Entonces, también le pido al honorable tribunal, que revoque la 
sentencia en cuanto declaró no probado el daño moral, porque 

como lo digo las reglas del libre convencimiento que llevan al 
juez a una convicción que haga efectivo los fines de la justicia, 

no pueden basarse. En estos temas, en algo de carácter 
científico o técnico. También quiero aclarar que en el contexto de 
esta contingencia muchas de estas personas o algunos de ellos no 
pudieron asistir, y como ya había habido una primera audiencia, el 
señor Arsenio está muy enfermo después de meditarlo, se consideró 

que no íbamos a pedir un nuevo aplazamiento para que 
vinieran los testigos a hablar del daño moral que están 
sufriendo estos hijos también, manifesté, quiero que quede acá 

en la audiencia, que la señora madre, el señor Arsenio, no pudo 
asistir porque vive en la zona rural de Buenaventura, porque 

tiene casi 80 años, y a la hora en que se programó la audiencia, 
pues ella no podía desplazarse una zona donde tiene 
conectividad (Sic). Entonces, eso se lo manifesté al despacho, en un 
correo electrónico, pues, como como sabemos que estamos en una 
contingencia entonces, en ese sentido, y con la confianza de que está 
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claro que si hay culpa patronal, hay un daño moral para los hijos, que 
está demostrado su condición, unos de crianza y otros consanguíneos 
con las pruebas documentales, pues el Despacho desde la sana crítica 
la lógica y las reglas de la experiencia, iba a condenar el daño a su 
favor en caso de demostrarse o considerar que existía esa culpa 
patronal. Dado que eso no existió yo, le ruego al juez de segunda 

instancia, que considere que llamar a los testigos que cuyas 
pruebas fueron decretadas, pero no fueron practicadas en 

virtud de las imposibilidades que se presentaron para que ellos 
asistieran y hago esa petición especial al Despacho, desde el 
punto de vista constitucional, de lo que es la administración de justicia 
de lograr los fines del proceso de llegar a la verdad, pero también en 
el contexto de esta nueva normalidad que estamos atravesando, y que 

como hemos visto hoy en el transcurso de esta audiencia, nos obliga 
a todos a ser un poco laxos en algunos temas, en aras de lograr 
avanzar y no entorpecer la correcta administración de justicia, que en 
este caso ejerce, como siempre lo ha hecho la doctora Guiffo, desde el 
juzgado octavo laboral. Ahora bien, el tema central de esto, que 

es la prescripción. Lo dejo de último, porque es un tema muy 
sencillo de controvertir, porque parte es el centro por el cual 
niega los derechos deprecados y parte de un error del juzgado, 
y es un error muy simple, no sé si decir, hubiera querido referirme a 
esto en los alegatos de conclusión, fíjense lo que es tener poco tiempo, 
creí que un tema de estos no se le podía pasar a un Despacho, a sus 
auxiliares. Si el Despacho observa el folio 123 de la demanda, 
señores magistrados, se demuestra y yo estoy de acuerdo con 

la doctora, que la demanda se radicó el 5 de septiembre, o sea, 
estoy de acuerdo en que hasta ese día había plazo, solo que ella 

cree que se radicó el 6 de septiembre, porque así quedó 
establecido en el acta de reparto, porque lamentablemente, 
después de determinada hora que uno radica, el acta sale al 

otro día, pero son temas de la administración de justicia que a 
mí no me competen. Yo, como parte del demandante, presenté 

la demanda el 5 de septiembre del 2017, que es la fecha que 
despacho acaba de indicar que como límite para presentar la 
demanda, eso está en el folio 123, tengo el expediente que me envió 
el juzgado en formato digital, el cual se compartió todas las partes, y 
que en este momento me permito, no sé si me dan autorización para 
compartirlo, para que quede, pues, como si puedo compartir, bueno, 
igual está en el juzgado, está en el despacho, en el expediente que 
está en este momento colgado, en el folio 123, que corresponde a la 
numeración foliada mano alzada, pero dentro del archivo que me 
enviaron, está en el folio 139. Con todo respeto y en esta contingencia, 
yo le ruego al despacho que, por favor, verifique mi informe si estamos 
si considera que en el expediente esta ese sello o no, o sino para para 
compartirlo en este momento. Entonces, no sé cómo actuar en este 
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momento, señora Juez, frente a esa situación de que quede en esta 
diligencia virtual. Perfecto. Entonces, la demanda fue presentada el 5 
de septiembre, esto es dentro de los tres años, luego está claro que no 
opera la prescripción, estoy conforme con que hubo existencia de culpa 
patronal y estoy inconforme con el hecho de que diga que no se mostró 
el daño moral. Para atacar el tema de prescripción, ya está la prueba 
documental, 5 de septiembre de 2017 se radicó la demanda, y frente 
al tema del daño moral, considero, como ya lo indiqué al principio, que 
está probado y que se desprende de la sola condición del solo 
desarrollo de los hechos, aplicando sana crítica, y reglas de la 
experiencia, pero insisto, en pedirle al tribunal que si considera 
pertinente para llegar a la verdad, si no si no es suficiente con lo que 
aquí se ha dicho, sobre ese tema, que hubo pruebas que se decretaron 
y no se practicaron, no por negligencia de las partes, en este caso, mía 
o de demandantes, sino por la dificultad en la comunicación, máximo 
en cuanto estas personas son personas de muy escasos recursos, 
muchos ni tienen Internet, muchos hasta por teléfono fue complicado 
contactarlos, e incluso tuve muchas dificultades, como lo manifesté en 
un correo electrónico de la audiencia anterior, para que el señor 
Arsenio diabético con muchas con todas las condiciones que han 
llevado al Ministerio de Salud a decirle a estas personas que no salgan 
de su casa, unidad al a su tema mental, a su paranoia, a su depresión, 
fue muy difícil convencerlo de que fuera a meterse a esos barrios a 
buscar a sus testigos, porque había perdido contacto con ellos. 
Entonces, así pues nos presentamos a la audiencia, no fue por 
negligencia, pero como este tema la Juez considero que no está 
demostrado, le pido, insisto, al honorable tribunal que decrete 

estos testimonios y en ese sentido, pues, dejo sustentado mi recurso 
de apelación y le pido al tribunal que revoque la sentencia en cuanto 
a la excepción de prescripción que se mantenga incólume frente a la 
existencia de la declaratoria de la existencia de la culpa patronal, 
también que revoque la absolución por daño moral. Es todo, y por 
supuesto que se revoque la condenan cosas como consecuencia, todo 
lo anterior y se condenen en todas las pretensiones inicialmente 
planteadas en la demanda, así como en costas por ambas instancias 
a las partes demandadas de manera solidaria.» 

 

Alegaciones de segunda instancia  

 

Ejecutoriado el auto que avocó el conocimiento del asunto, se corrió 

traslado a las partes en los términos reglados por el artículo 13 de la 

Ley 2213 del 2022. 
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Fue así como la parte demandante, allegó alegatos en los siguientes 

términos: 
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Visto lo anterior, y al no avistarse causal que invalide lo actuado, se 

ocupará la Sala de resolver el recurso de apelación presentado por la 

parte actora, de conformidad con las siguientes  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Como en el presente asunto no se encuentra en discusión la existencia 

de la relación laboral ni de sus extremos temporales, ni si existió o no 

culpa patronal, pues ello ya quedó establecido por el a quo; los puntos 

en desacuerdo del recurrente atañen a la absolución impuesta; (i) en 

cuanto se declaró no probado el daño moral respecto de los menores 

hijos del accionante y de los demás reclamantes; (ii) si se presentó el 

fenómeno de la prescripción o si el mismo se interrumpió con la 

presentación de la demanda; (iii) y también se centrará el estudio de 

la Sala en establecer, si es procedente practicar en esta instancia la 

prueba testimonial solicitada en la demandada y decretada en primera 

instancia pero no practicada, con el fin de determinar si con dicho 
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material probatorio es procedente declarar el daño moral respecto de 

los demandantes. 

 

Por técnica judicial, se hace necesario abordar este último problema 

jurídico planteado desde el inicio, trayendo a colación lo consagrado 

en el artículo 83 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, el cual a su tenor dispone: 

 

«ARTICULO 83. CASOS EN QUE EL TRIBUNAL PUEDE ORDENAR Y 

PRACTICAR PRUEBAS. Ver Notas del Editor> <Artículo modificado por 
el artículo 41 de la Ley 712 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> Las 
partes no podrán solicitar del Tribunal la práctica de pruebas no pedidas 
ni decretadas en primera instancia. 

Cuando en la primera instancia y sin culpa de la parte interesada 
se hubieren dejado de practicar pruebas que fueron decretadas, 
podrá el tribunal, a petición de parte, ordenar su práctica y la de las 
demás pruebas que considere necesarias para resolver la apelación o la 
consulta. 
 
Si en la audiencia no fuere posible practicar todas las pruebas, citará 
para una nueva con ese fin, que deberá celebrarse dentro de los diez (10) 
días siguientes.» 

 

Conforme al anterior precepto legal, se colige que para que en segunda 

instancia sea viable el decreto y practica de pruebas se debe cumplir 

con los siguientes requisitos, i) que las mismas hayan sido pedidas y 

decretadas en primera instancia y, ii) que no se hayan practicado sin 

culpa de la parte interesada. 

 

Descendiendo al caso sub examine, se desprende que la prueba 

testimonial fue oportunamente solicitada en el escrito de la demanda, 

tal como se pasa a ver: 

http://secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0712_2001_pr001.html#41
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De igual forma, se evidencia que en audiencia pública No. 209 del 14 

de julio de 2020, donde se agotaron las etapas procesales del artículo 

77 del CPT y de la S.S., la Juez Octava Laboral del Circuito de Cali 

mediante auto No. 0569 de la misma fecha, decretó la prueba 

testimonial de la parte demandante atrás referida; hasta aquí se 

cumpliría con el primer requisito que exige la norma. 

 

En cuanto al segundo requisito -que no se hayan practicado sin culpa 

de la parte interesada- se advierte desde ya que a juicio de la Sala la 

práctica de la prueba testimonial no se efectuó por culpa de la parte 

interesada, tal como se pasa a explicar. 

 

En efecto, el Juzgado de origen mediante auto del 3 de julio de 2020, 

fijó fecha para la celebración de audiencia, donde se agotarían, de 

forma concentrada, las etapas consagradas en los artículos 77 y 80 

del CPT y de la SS, tal como se pasa a ver: 
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Ahora, en la audiencia de trámite y juzgamiento del 14 de julio de 

2020, al ser requerida la parte actora para que llamara a sus testigos 

DIEGO BEJARANO, JOSÉ FERNANDO RUBIO RODRÍGUEZ, CARLOS 

CASTAÑEDA GERMÁN TAMAYO, SEGUNDO ALFREDO SINISTERRA 
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ORTIZ e ISMENIA HERRERA HURTADO, a rendir declaración, estas 

no lograron conectarse a la audiencia virtual, pues según lo 

manifestado en la audiencia no se presentaron a la misma, y tampoco 

la parte interesada presentó recurso cuando la Juez declaró cerrado 

el debate probatorio, sin la recepción del dicho de los testigos citados, 

con lo que se interpreta que avaló la decisión de la Juez de continuar 

el proceso sin la prueba testimonial solicitada en la demanda. 

 

En igual sentido, no se puede perder de vista que los numerales 8° y 

11° del artículo 78 del Código General del Proceso, asignó como deber 

de las partes y a sus apoderados, «Prestar al juez su colaboración para 

la práctica de pruebas y diligencias» y «Citar a los testigos cuya 

declaración haya sido decretada a instancia suya, por cualquier medio 

eficaz, y allegar al expediente la prueba de la citación.»  

 

Del mismo modo, el artículo 3° del Decreto Legislativo 806 del 4 de 

junio de 2020, vigente para la fecha de la celebración de la audiencia, 

señala que «Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones 

y asistir a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos» 

y «Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales 

y legales para colaborar solidariamente con la buena marcha del 

servicio público de administración de justicia. La autoridad judicial 

competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su 

cumplimiento.» 

 

Más adelante el citado Decreto en el artículo 7° dispuso «Las 

audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a 

disposición de las autoridades judiciales o por cualquier otro medio 
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puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 

facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya 

sea de manera virtual o telefónica. No se requerirá la autorización de 

que trata el parágrafo 2o. del artículo 107 del Código General del 

Proceso.». 

 

Conforme a lo anterior, es más que claro que el procurador judicial de 

la parte demandante debió prever y garantizar la conexión de sus 

testigos dado que tenía conocimiento de la fecha y hora en que se iba 

a celebrar la audiencia concentrada de las etapas procesales de los 

artículos 77 y 80 del CPT y de la SS, y en caso de no poder garantizar 

su conexión debió ponerle en conocimiento tal dificultad a la 

operadora judicial para que aquella, conforme a la norma, dispusiera 

de otro medio de conexión o canal de comunicación, como lo sería por 

llamada telefónica o concurrir al despacho para garantizar la conexión 

y participación en la audiencia; pero se itera, el profesional del derecho 

guardó silencio frente a sus dificultades y ante la decisión del cierre 

del debate probatorio. 

 

De todo lo anterior, se concluye que en este asunto la prueba 

testimonial no se practicó por culpa de la parte actora, de manera que 

no se cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 83 del 

C.P.T. y de la S.S, para que se practique en segunda instancia, razón 

por la cual, no se accederá a tal solicitud. 

 

Ahora, en cuanto al primer problema jurídico planteado referente a 

que se declaró no probado el daño moral respecto de los menores hijos 

del accionante y de los dos hijos de su compañera permanente y los 

http://secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#107
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demás reclamantes, la Sala sin muchas elucubraciones comparte lo 

expuesto por la Juez de primera instancia, por cuanto la parte activa  

no logró demostrar el perjuicio que se reclamaba conforme le 

correspondía, según lo establece el artículo 167 del Código General del 

Proceso, aplicable por analogía del artículo 145 del C.P.T. y de la S.S., 

dado que el único testigo traído por la parte demandante para el efecto 

fue el señor HÉCTOR LEÓN VILLARREAL, quien manifestó no saber 

nada sobre el daño moral ocasionado al núcleo familiar del 

demandante por el accidente padecido por el señor ARSENIO JUSTO 

HURTADO VIÁFARA el día 11 de abril de 2011, es más, expuso no 

conocer muy bien a la familia del actor y solo relató que este se vio 

muy afectado por el accidente, lo que es lógico, pues fue la persona 

directamente que padeció el incidente, pero no se demostró perjuicio 

alguno por parte de los demás demandantes, siendo deber de los 

reclamantes demostrar los perjuicios reclamados, lo que no fue así. 

 

Por tanto, como ya se dijo con anterioridad, no es de recibo para este 

juez colegiado, acceder a practicar las pruebas testimoniales 

decretadas y no practicadas por culpa de la parte actora, con la 

finalidad de demostrar tales perjuicios que le correspondía probar en 

la instancia y el momento procesal oportuno y pertinente para ello. 

 

Lo anterior conlleva, sin más consideraciones, a confirmar la decisión 

de primera instancia sobre este tópico.   

 

Continuando con los problemas jurídicos atrás anotados, se procede 

con el segundo de estos, tendiente a determinar si se presentó el 
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fenómeno de la prescripción, o si el mismo se interrumpió con la 

presentación de la demanda.  

 

Antes se dijo que el señor ARSENIO HURTADO JUSTO VIÁFARA, 

estuvo vinculado a la demandada por medio de un contrato de trabajo 

y en ejecución del mismo sufrió un accidente laboral, por lo que la 

situación bajo examen se ubica dentro del ámbito de la doctrina de la 

Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que ha sostenido que la 

prescripción de las acciones que emanan de los contratos de trabajo 

se regula a la luz de lo estatuido en los artículos 151 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y 488 del Código 

Sustantivo del Trabajo. En ese escenario, las disposiciones de carácter 

civil, en lo que atañe al fenómeno de la prescripción, únicamente 

resultan aplicables en materia del derecho del trabajo, en la medida 

en que aflore algún vacío en el régimen especial de la jurisdicción 

ordinaria laboral, que no es precisamente lo que sucede en el asunto 

en estudio. 

 

Tiene decantado la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que 

dado que la responsabilidad que se le imputa al empleador en la 

ocurrencia del accidente laboral se origina en el incumplimiento del 

contrato de trabajo -por omisión, descuido o dejación de las 

obligaciones impuestas por ley o reglamento en el régimen de 

seguridad industrial-, las normas aplicables en materia de 

prescripción no son las que regulan la responsabilidad 

extracontractual establecida en el Código Civil para culpas como la 

aquiliana, sino las propias de la estructura contractual laboral. De 

modo que iterase, para el asunto sometido a estudio de la Sala como 
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quedó visto, se debate una situación surgida de la prestación de un 

servicio subordinado originado en la celebración y ejecución de un 

contrato de trabajo. 

 

Al punto, en sentencia del 2 de mayo de 2003 radicado 19854, la Sala 

de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, puntualizó: 

 

“(...) La disciplina que contiene las normas de Derecho del Trabajo, desde 
antaño obtuvo independencia de las demás ramas del derecho, de tal 
manera que tiene unas instituciones con características, identidad y 
regulación normativa propias, y solo se recurre a las disposiciones de 
otras codificaciones, ante la ausencia de regulación legal del respectivo 
tema. 
 
Como el artículo 2º del C. P. del T. y la Seguridad Social, fijó la 
competencia de la justicia laboral, para dirimir, entre otros, <Los 
conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato 
de trabajo>, y eso fue lo que aceptó el demandante cuando adujo en los 
hechos de la demanda que <NEMESIO BORJA CUCUNUBA, sufrió un 
accidente en su sitio de trabajo, con su respectiva denominación de 
ACCIDENTE DE TRABAJO> y que <La responsabilidad del empleador se 
haya en el propio contrato de trabajo que lo liga con el obrero>, puede 
afirmarse, sin dubitación, que se está aduciendo la relación de trabajo y 
la culpa del empleador, como fuentes generadoras de la indemnización 
impetrada. 
 
Acorde con la sentencia de segunda instancia, cuya quiebra se pretende, 
los razonamientos en ella plasmados partieron de la figura de la 
prescripción extintiva, que al declararla probada, no permitió que 
prosperaran las pretensiones de la parte accionante. 
 
Es sabido que la esencia de la prescripción expresada desde el Derecho 
Romano, radica en la inacción, durante el lapso consagrado en las leyes 

para el ejercicio de la acción, haciendo presumir el abandono del 
derecho; que no es más, que el silencio jurídico voluntario del acreedor 
frente al desconocimiento que de su derecho hace el deudor, pues, al 
presentarse la prescripción extintiva, por su naturaleza y aún por su 
esencia, su efecto es la muerte de la acción para reclamar el derecho 
porque ya lo ha perdido. 
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Ciertamente, que el fenómeno jurídico de la prescripción, se justifica 
como lo advierten los doctrinantes, por razones de orden práctico, dado 
que la seguridad social exige que las relaciones jurídicas, no 
permanezcan eternamente inciertas y que las situaciones de hecho 
prolongadas en el tiempo se solucionen, siendo una de las formas de 
asegurar la paz social. 
 
La aludida figura, como fenómeno extintivo de acciones y de 
obligaciones en el derecho laboral y de la seguridad social, está 

regulada en los artículos 151 del C.P.L. y 488 del C.S. del T., que 
tratan de manera completa y específica, todo lo concerniente a 

la prescripción de las acciones judiciales en esa materia, 
estableciendo un término trienal para tal efecto.”. 

 

 
Es pertinente traer a colación, también las sentencias de la Corte 

Suprema de Justicia Sala Laboral del 27 de julio de 1.990, Radicación 

3.816, 18 de abril de 1.991, Radicación 4.206, y 5 de febrero de 1.993, 

Radicación 5.438, entre otras. 

 

Ahora, se evidencia que el a quo advirtió acertadamente la ineludible 

circunstancia de que la acción fue promovida, entre otros, por los 

hijos menores de edad  del señor ARSENIO JUSTO HURTADO 

VIÁFARA los menores MARCO AURELIO HURTADO PEREA, HANNIEL 

HABIB HURTADO HERRERA y los hijos de ARCENIA HERRERA 

HURTADO los menores JAIR MORAN HERRERA y JHON STEVEN 

VALENCIA HERRERA; por tanto, la  prescripción  no puede correr 

para ellos, mientras no se haya llegado a la mayoría de edad, porque 

tanto procesal como sustancialmente, el eventual derecho discutido 

en el juicio no hace parte del haber patrimonial del representante legal 

de los incapaces, sino de sus representados. 
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Ilustra la cuestión en precedencia, la jurisprudencia decantada por la 

Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 15 de 

febrero de 2011, radicación 34817 

 

Diferente situación se presenta en lo que atañe a los restantes 

demandantes, pues recuérdese lo dicho por la Corte Suprema de 

Justicia Sala Laboral en sentencia del 17 de octubre de 2008, 

radicación 28821, reiterada en fallo del 6 de julio de 2011, radicación 

39867, así: 

 

“también es verdad que en casos como el presente, la jurisprudencia 
laboral de esta Sala de la Corte ha establecido que el término prescriptivo 
de acciones como la aquí impetrada debe empezar a computarse a partir 
de la fecha en la que se establezcan, por los mecanismos previstos en la 
ley, las secuelas que el accidente de trabajo haya dejado al trabajador, 
lo que desde luego implica la imperiosa necesidad de que éste haya 
procurado el tratamiento médico de rigor y la consecuente valoración de 
su estado de salud. 
 
Así, por ejemplo, en la sentencia del 3 de abril de 2001, radicación No. 
15137, en la que se reiteró la del 15 de febrero de 1995, radicación 6803, 
esto dijo la Corte:   
 
“Al examinar este mismo punto de derecho en la sentencia de 15 de 
febrero de 1995 (Rad. 6803) --invocada por la recurrente en el sexto de 
los cargos de su demanda-- la extinguida Sección Segunda de la Sala de 
Casación Laboral explicó lo que a continuación, y en razón de su 
pertinencia, se copia: 
 
<La prescripción, como lo ha sostenido la doctrina, consiste en la 
extinción de los derechos consagrados en la normatividad aplicable por 
no haberse ejercitado la acción pertinente dentro del plazo de carácter 
fatal que señala la ley. Ella está gobernada en materia laboral por los 
artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del procesal de 
esta especialidad, los cuales coinciden en señalar un término de tres 
años, que se cuentan desde que la respectiva obligación se haya hecho 
exigible salvo en los casos de prescripciones especiales establecidas en 
dichos estatutos.  
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<Es bien sabido que cuando acontece un accidente de trabajo surgen en 
favor de quien lo padece una serie de prestaciones o de indemnizaciones, 
según el caso, algunas de las cuales dependen de las secuelas o de la 
incapacidad para laborar que le hayan dejado. Pero muchas veces 
ocurre que a pesar de los importantes avances científicos resulta 
imposible saber en corto plazo cuáles son las consecuencias que ha 
dejado en la víctima el in suceso. Así lo tiene adoctrinado la 
jurisprudencia de esta Sala al precisar que no 'puede confundirse el 
hecho del accidente con sus naturales efectos. Aquél es repentino e 
imprevisto. Estos pueden producirse tardíamente'. (Cas., 23 de marzo de 
1956, vol. XXIII, núms. 136 a 138).  
 
<Por lo anterior, tanto la doctrina como la jurisprudencia, sin 
desconocer el referido término prescriptivo legal, han recabado 

en que la iniciación del cómputo extintivo no depende en estricto 
sentido de la fecha de ocurrencia del infortunio, por no estar 

acorde con la finalidad del instituto y ser manifiestamente 
injusta, sino del momento en que el afectado está razonablemente 
posibilitado para reclamar cada uno de los eventuales derechos 

pretendidos.  
 
<Las lesiones orgánicas y perturbaciones funcionales producidas por un 
accidente ameritan tratamientos médicos y evaluaciones cuya duración 
no siempre se puede establecer anticipadamente, ni dependen de la 
voluntad de los afectados.  
 
<En el sistema del Código Sustantivo del Trabajo la tabla de valuación 
de incapacidades señala, según las consecuencias del accidente y el 
porcentaje de disminución de la capacidad laboral, unas 
indemnizaciones fijadas en meses de salario, escalonadas según dicho 
porcentaje de incapacidad, a manera de presunción de derecho.  
 
<En cambio, cuando existe culpa patronal en la ocurrencia del 
accidente el responsable 'está obligado a la indemnización total 

y ordinaria por perjuicios, pero del monto de ella debe 
descontarse el valor de las prestaciones en dinero pagadas en 
razón de las normas consagradas en este capítulo', con arreglo al 

artículo 216 del C.S.T.  
 

<De tal suerte que en tratándose de una indemnización que la ley 
no establece de manera tarifada ni presuntiva en cuanto a su 
soporte que es la clase de incapacidad y el porcentaje de 

disminución de capacidad laboral, ni tampoco su monto, como sí 
ocurre con la atrás vista, a fortiori debe colegirse en estos eventos 

la validez del criterio que asienta este fallo sobre iniciación del 
término prescriptivo, por cuanto es evidente que para esclarecer 
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la totalidad de los perjuicios indemnizables debe mediar una 

evaluación médica juiciosa sobre los mismos, que debe efectuar 
la respectiva entidad de seguridad social a la cual se halle 

afiliado el trabajador accidentado o el médico del empleado, pero 
en este último caso, siempre que el trabajador no haya estado 
legalmente obligado a afiliarse a una institución de tal clase.  
 
<Naturalmente no es dable entender que el interesado pueda disponer a 
su arbitrio la fecha en que procede la mencionada calificación médica, ni 
le es dable dilatarla indefinidamente, pues ello pugna contra la 
imperiosa seguridad jurídica y contra el fundamento de los preceptos 
citados.  Así las cosas, como le asiste tal derecho a la evaluación ésta no 
puede diferirse por más de tres años contados desde la ocurrencia del 
accidente porque ese es el término ordinario de prescripción señalado en 
la ley y además es el que se desprende del artículo 222 del C.S.T. 
 
 
<Como antes se vio cuando se efectúa la calificación de la incapacidad 
por las autoridades médicas competentes la obligación de dicha 
indemnización 'total y ordinaria' es exigible y desde este instante 
empieza a correr el término legal para reclamar su pago. En consecuencia 
no es dable confundir el plazo que tiene el trabajador víctima de un 
accidente por culpa patronal para pedir la evaluación médica de los 
perjuicios que el mismo le irrogó, con el término de prescripción del 
derecho a la indemnización total correspondiente, que se inicia cuando 
jurídicamente se encuentra en capacidad de obrar. Y ese momento no se 
identifica con el de la ocurrencia del in suceso (a menos que ocasione la 
muerte del trabajador), ni con la del reintegro a las labores, ni con el de 
esclarecimiento de la culpa patronal, sino con el de la calificación 

médica mencionada.  
 
<La jurisprudencia de esta Sala ha aceptado dichos postulados 
enfatizando que la fecha de exigibilidad de la obligación varía de un caso 
a otro, así: cuando el trabajador sobrevive al accidente las obligaciones 
en especie y en dinero por razón de la incapacidad temporal, se hacen 
exigibles a partir del día de la ocurrencia del siniestro pero asimismo ha 
precisado lo transcrito en el fallo del ad-quem en el sentido de que 'en los 

demás casos las prestaciones en dinero graduadas según la 
correspondiente tabla de evaluaciones, como toman en cuenta la 
calificación de la incapacidad o en su caso, el fallecimiento del 
accidentado, sólo se hacen exigibles una vez terminada la atención 
médica y desde que se clasifiquen mediante dictamen médico, con 
sujeción a lo que sobre el particular disponen las normas legales y 
reglamentarias consagradas en el Código Sustantivo del Trabajo y en el 
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Decreto 852 de 1953' (Cas. de septiembre 30 de 1965)”. (Subrayado 

y negrilla fuera del texto original). 
 

A la luz de dicha línea jurisprudencial, y en el caso que ocupa el 

estudio de la Sala, se infiere que: (i) el accidente de trabajo acaeció el 

11 de abril de 2011; (ii) existen probanzas (folios 33 a 50, 52 a 71 y 

74 a 75 vuelto) que apuntan a acreditar que el señor ARSENIO JUSTO 

HURTADO VIÁFARA se sometió a tratamiento y valoración médica por 

parte de instituciones que integran el SGSSS, (iii) y que la ARL Seguros 

de Riesgos Laborales de Suramericana S.A., el día 4 de febrero de 

2015, le reconoció al actor una pensión por invalidez (folio 51), dada 

la pérdida de la capacidad laboral en el accidente de trabajo ocurrido 

el día 11 de abril de 2011, la cual fue calificada en un porcentaje del 

56.47% con fecha de estructuración del 26 de abril de 2014 (folios 72 

y 73); dictamen fechado el 5 de septiembre de 2014 (folios 76 a 78). 

 

Entonces, al no obrar prueba de la fecha en que la calificación médica 

o evaluación porcentual de la pérdida de la capacidad laboral quedó 

en firme, se hace imperioso contar el término de prescripción a partir 

de la data del dictamen de pérdida de capacidad laboral, esto es, el 5 

de septiembre de 2014, tal y como lo sostuvo la Juez de primera 

instancia. Y siendo ello así, se tiene que la demanda fue presentada el 

día 5 de septiembre de 2017, pues así se desprende del sello de 

recibido de la oficina de reparto Cali visible a folio 123, veamos: 
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Por lo anterior, no cabe duda que para el momento en que se presentó 

la demanda no había transcurrido el término prescriptivo de tres años 

señalado para las acciones  laborales, pues se itera el libelo genitor se 

presentó el 5 de septiembre de 2017, es decir, cuando la prescripción 

aún no ha había operado frente a los demandantes ARSENIO JUSTO 

HURTADO VIÁFARA, su madre MARÍA LUISA VIÁFARA y su 

compañera permanente ARCENIA HERRERA HURTADO; pues la 

misma comenzaba a operar desde el día 6 de septiembre de 2017, es 

decir al día siguiente; por lo que razón le asiste al recurrente al señalar 

que la Juez a quo se equivocó al señalar que la presentación de la 

demanda se dio el día 6 de septiembre de 2017, tal y como se podía 

desprender del acta de reparto con número de secuencia 304266, 

omitiendo valorar el sello de radicación de la demanda que da cuenta 

que esta fue presentada el día 5 de septiembre de 2017. 

 

En definitiva, dada la declaración de la culpa patronal por parte del 

Juez de primera instancia y no apelada por las partes en litigio; por 

tanto al no ser ésta materia de cuestionamiento en esta sede; habrá 

lugar a revocar la sentencia de primera instancia y en su lugar 

condenar al demandado CONSORCIO REFORZAMIENTO IM integrado 
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por las sociedades CONSTRUCCIONES MAJA S.A.S. EN 

REORGANIZACIÓN y INGESTRUCTURAS COLOMBIA S.A.S. EN 

LIQUIDACIÓN, a la indemnización plena de perjuicios consagrada en 

el artículo 216 del CST, pero solo en favor del demandante ARSENIO 

JUSTO HURTADO VIÁFARA.  

 

Ahora, por lucro cesante consolidado se entiende que es el que 

indemniza la perdida actual de ingresos económicos y aquel que se 

extiende hacia el futuro con ocasión de la ocurrencia del daño, pues, 

la valoración del daño resarcible es el resultante de una comparación 

entre dos estados patrimoniales; uno real resultante de la conducta 

ilícita del deudor, y otro hipotético, descriptivo del estado que ahora 

tendría el patrimonio del acreedor de no haber existido el daño. 

 

Resulta necesario entonces, resaltar que el orden jurídico colombiano 

acuña una distinción de lucro cesante, en el cual se distingue entre el 

lucro cesante pasado y el lucro cesante futuro. La diferencia entre los 

dos tipos de lucro cesante, consiste, en que el lucro cesante pasado 

corresponde al periodo de tiempo que transcurre entre el accidente de 

trabajo y la sentencia, por su parte, el lucro cesante futuro va desde 

la sentencia, hasta la expectativa de vida probable que tenga la 

persona al momento del accidente de acuerdo con las tablas de 

expectativas de vida.  

 

Sobre el concepto de lucro cesante pasado y lucro cesante futuro la 

Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia de Colombia 

en sentencia SL2845-2019 del 24 de julio de 2019 indicó:  
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«Las citadas fechas son de trascendencia en la medida en que lucro 
cesante se liquida con base en los ingresos de la persona afectada y 
tiene dos componentes: el pasado y el futuro. El primero se causa desde 
la ocurrencia del siniestro hasta la fecha de la sentencia y, el segundo, 
desde el día en que se profiera el fallo hasta que se cumpla la expectativa 
de vida probable.» 

 

Para su tasación, se debe tomar como punto de partida, el salario 

percibido por el demandante a la fecha del infortunio laboral que 

generó el accidente laboral; suma que se extrae de la certificación 

emitida por la directora administrativa y de calidad de la demandada 

CONSORCIO DE REFORZAMIENTO IM (folio 14); ello conforme a las 

fórmulas aritméticas que esta Sala ha tomado para efectuar las 

liquidaciones correspondientes por estos conceptos, como se observa 

a continuación: 

 

Cálculo de la Indemnización debida o consolidada (Vencida) 

  
AÑO *MES DÍA 

  

Fecha actual o de tasación de 
los perjuicios: 

2023 06 20 IPC - Final 133,38 

Fecha de Nacimiento: 1962 04 14 Sexo: m Edad: 52,04 

Fecha en que ocurrieron 
hechos: 

2014 04 26 IPC - Inicial 81,14 

Ingreso Mensual (si es mínimo 
mirar tabla de al lado): 

$ 981.000,00 

Ingreso Mensual Indexado: 
(IPC Final / IPC Inicial) x 

Ingreso mensual 
$ 1.612.592,80 

Más 25% Prestaciones sociales $ 403.148,20 

Total Ingreso Mensual 
Actualizado 

$ 2.015.741,00 

(%) Perdida de la capacidad 
laboral (Decimales separados 

con coma) 
56,47% 

Factor de Incapacidad = 
Ingreso Act. X Perdida de 
capacidad Laboral (Ra): 

$ 1.138.288,94 

Periodo Vencido en meses (n): 109,83 
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Indemnización Debida Actual 
(S):  

$ 164.763.897,96 

FÓRMULA FINANCIERA 
INDEMNIZACIÓN DEBIDA: 

S = Ra x 
( 1 + i ) n  
-1             

i = interes judicial (art. 2232 C.C. 
6% EA = 0,4867% NM) 

                  
i             

Cálculo del Periodo Futuro o Anticipado  

  AÑO *MES DÍA 
corre desde la fecha de la 

sentencia hasta el fin de la vida 
probable de la víctima, esta 

expectativa se toma de la tabla 
de mortalidad vigente (R1555/10 

Superfinanciera) 

Fecha final expectativa de vida: 2044 3 12 

Fecha actual o de tasación de 
los perjuicios: 

2023 06 20 

Factor de Incapacidad = 
Ingreso Act. X Perdida de 
capacidad Laboral (Ra): 

$ 1.138.288,94 

Periodo Futuro en meses (n): 248,97 

Indemnización Futura (S): $ 164.051.869,94 

FÓRMULA FINANCIERA 
INDEMNIZACIÓN FUTURA: 

S = Ra x 
(1 + i) n  -
1 

            

i = interes judicial (art. 2232 C.C. 
6% EA = 0,4867% NM) 

            i (1 + i) n      

Lucro Cesante (Sumatoria de la indemnización Actual y Futura) 

Indemnización Debida Actual: $ 164.763.897,96 

Indemnización Futura: $ 164.051.869,94 

TOTAL $ 328.815.767,90 

          

SOPORTE DOCTRINAL DE LA LIQUIDACIÓN 

          

ra entender la liquidación aquí presentada, hay que empezar por comprender que el Lucro cesante 
es lo que deja de ingresar al patrimonio económico del perjudicado como consecuencia del daño 

(Ganancia y provecho frustrado).   
La liquidación del lucro cesante debe hacerse en dos etapas: una primera llamada indemnización 

debida o consolidada, consistente en determinar el ingreso que dejó de recibir la víctima en un 
período que va desde la fecha de ocurrencia de los hechos  hasta el momento actual donde se hace 

la tasación de los perjuicios (bien sea un mes, un año, ect), para pasar a la segunda etapa, que 
consiste en aplicar esa cifra obtenida inicialmente, en todo el tiempo de vida probable que la víctima 

va a dejar de percibirlo. 
Teniendo en cuenta los anteriores conceptos, pasaremos a explicar paso a paso la metodología 

utilizada para calcular el Lucro cesante que constituye la indemnización total a pagar por los 
perjuicios ocasionados. 

Primero hay que indexar o actualizar a la fecha de liquidación, el ingreso o renta     percibido por la 
víctima al momento de los hechos, para lo cual utilizamos la fórmula financiera de ley,  y por la cual 
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se inclina la jurisprudencia, que consiste en dividir el IPC Final (índice de precios al consumidor 
decretado por el DANE a la fecha actual de tasación de los perjuicios), entre el  IPC Inicial (índice de 
precios al consumidor decretado por el DANE a la fecha de ocurrencia de los hechos), el resultado 
aquí obtenido se multiplica por el valor del ingreso o renta que tenía la víctima al momento de los 

hechos, entonces tenemos: 
 

Ra =  índice final   x   R 
índice inic. 

 
DONDE: 

Ra = VALOR RENTA O INGRESO ACTULIZADO 
IPC Final = Índice de precios al consumidor a la fecha de la liquidación 
IPC Inicial = Índice de precios al consumidor al momento de los hechos    
R = Ingreso o Renta que percibía la víctima y que se quiere actualizar. 

 
A la Renta actualizada se le suma un 25% correspondiente a prestaciones sociales, lo que da la 

Base de Liquidación, a este valor se le aplica el porcentaje de pérdida de capacidad laboral 
dictaminado por la junta de calificación de invalidez, lo que nos da  la renta actualizada (Ra). 

Conseguida la Renta actualizada (Ra), se procede a calcular el valor de la indemnización debida o 
consolidada, para ello aplicamos la siguiente fórmula financiera de ley ratificada reiteradamente por 

nuestra jurisprudencia: 
 

S = Ra x ( 1 + i ) n  -1 
      i 

  
DONDE: 

 
S = La suma resultante del periodo a indemnizar (indemnización debida actual) 

Ra = Renta actualizada 
*I = Interés judicial (6% EA igual a 0,4867%nominal mensual - art. 2232 Código Civil) 

n= Número de meses transcurridos desde la ocurrencia de hechos. 
*El interes mensual se obtiene Reemplazando la siguiente fórmula financiera: TNA = [(1+TEA)1/12 – 

1] x 12. 
Seguidamente se calcula la indemnización del periodo futuro o anticipado, para ello aplicamos la 

siguiente fórmula financiera de ley ratificada reiteradamente por nuestra jurisprudencia: 
 

S = Ra x (1 + i) n  -1 
        i (1 + i) n 

  
DONDE: 

 
S = La suma resultante del periodo futuro a indemnizar (indemnización futura) 

Ra = Renta actualizada 
I = Interés judicial (6% EA igual a 0,4867%nominal mensual - art. 2232 Código Civil) 

n= Número de meses que correrán desde la fecha actual donde se hace la tasación de los perjuicios 
hasta la fecha donde probablemente la víctima termina su vida, esta expectativa se toma de la tabla 

de mortalidad de rentistas vigente (resolución 1555 de 2010 Superfinanciera).  
para calcular los años esperados de vida media completa ( e (x) ) se busca en la tablas de 

mortalidad de rentistas de la Superfinanciera (R1555 de 2010), el número de años esperados a la 
edad que tenía la persona al momento de los hechos (Tener en cuenta que hay una tabla para 

hombres  y otra para mujeres), al número de años que aparece allí se multiplica por 12 meses del 
año y obtendremos el número de meses total, a este resultado restamos el número de meses 

correspondientes al periodo debido o consolidado y obtenemos los meses que corresponden al 
periodo futuro.    
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Finalmente se suman los periodos el consolidado y el futuro y obtenemos el Lucro cesante o total de 

la indemnización. 

 

El lucro cesante futuro, debe entenderse como aquel que se ocasiona 

desde la calenda en que se emite la providencia y hasta el 

cumplimiento de la edad, conforme a la expectativa de vida probable 

del trabajador. 

 

Respecto a los perjuicios morales, debe decirse que los mismos, según 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación 

Laboral, se fijan de conformidad al “arbitrium judicis”, atendiendo para 

el efecto las condiciones de la lesión padecida por el actor, tal como se 

expresó en sentencia CSJ SL, 30 Oct 2012, Rad. 39631. 

 

Así las cosas, el señor ARSENIO JUSTO HURTADO VIÁFARA sufrió 

un accidente laboral que le ocasionó una «ruptura parcial del tendón 

supra espinoso en maguito rotador», lo que generó que se le realizará 

un procedimiento quirúrgico de «Artroscopía y reparo del manguito 

rotador» en el cual padeció un «edema pulmonar«, hecho que condujo 

a que padeciera «TRASTORNO COGNOSCITIVO LEVE, EPISODIO 

DEPRESIVO GRAVE SIN SINTOMAS PSICOTICOS, TRASTORNO DE 

ESTRÉS POSTRAUMATICO y TRASTORNO DE PANICO (ANSIEDAD 

PAROXISTICA EPISODICA)» (folios 34 a 50).  
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Como consecuencia de ese suceso, al demandante se le diagnosticó 

«cambios postquirúrgicos a nivel del maguito rotador, sin signos de 

ruptura. Hay signos compatibles con capsulitis adhesiva» (folio 54), 

situación que le produjo una pérdida de capacidad laboral del 56.47%, 

lo que sin lugar a dudas le ocasionó dolor, aflicción, tristeza, entre 

otros sentimientos, por esa razón, para la Sala resulta evidente el 

perjuicio moral padecido por el trabajador, y por ende, su 

indemnización se tasará en la suma de $13.920.000,oo, o lo que es lo 

mismo doce (12) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

En torno a los perjuicios fisiológicos, como tales se comprenden la 

reparación de aquellas posibilidades de pérdidas para realizar 

actividades, que aún cuando no son patrimoniales, sí son necesarias 

para una existencia agradable, tal como lo manifestó la Corte Suprema 

de Justicia en la mencionada sentencia CSJ SL, 30 oct 2012. Rad. 

39631. 

 

En virtud de lo anterior, y porque no se observa prueba alguna que 

enseñe sobre las actividades fisiológicas las que fueron imposible 

realizar al accionante, se absolverá de esta pretensión. 

 

Sin más consideraciones por innecesarias, se revocará la decisión de 

primera instancia en lo pertinente. 

 

Ante el resultado del recurso, no habrá lugar a imponer costas en 

segunda instancia; las de primera instancia a cargo de la demandada 

CONSORCIO REFORZAMIENTO IM y a favor del demandante.  
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III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Buga, Valle del Cauca, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR el numeral 1° de la sentencia No. 144 del 14 de 

julio de 2020, proferida por el Juzgado Octavo Laboral del Circuito de 

Cali – Valle del Cauca, en el asunto de la referencia; para en su lugar 

CONDENAR al CONSORCIO REFORZAMIENTO IM integrado por las 

sociedades CONSTRUCCIONES MAJA S.A.S. EN REORGANIZACIÓN y 

INGESTRUCTURAS COLOMBIA S.A.S. EN LIQUIDACIÓN a reconocer 

y pagar al demandante, ARSENIO JUSTO HURTADO VIÁFARA, por 

concepto de indemnización plena de perjuicios de que trata el artículo 

216 del Código Sustantivo del Trabajo las siguientes sumas: a) 

$164.763.897,96 por lucro cesante consolidado; b) $164.051.896,94 

por lucro cesante futuro; c) 12 S.M.L.M.V por perjuicios morales. 

 

SEGUNDO: REVOCAR el numeral tercero de la parte resolutiva de la 

sentencia de primera grado para imponer COSTAS de primera 

instancia a cargo del demandado CONSORCIO REFORZAMIENTO IM 

y a favor del demandante. 
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TERCERO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia No. 144 del 14 de 

julio de 2020, proferida por el Juzgado Octavo Laboral del Circuito de 

Cali – Valle del Cauca, en el asunto de la referencia. 

 

CUARTO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

QUINTO: DEVUÉLVASE el proceso a la Sala Laboral del Tribunal 

Superior de Cali, para que proceda a la notificación de esta 

providencia y trámite posterior, en los términos del Acuerdo PCSJA22-

11962 del 22 de junio del año 2022. 

 

     Magistradas 

 

MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR 

Ponente 

 

 

                             

MARÍA GIMENA CORENA FONNEGRA 

 

 

CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE 
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